
1 
 

CAPÍTULO 62 

LA INTERNACIONALIZACIÓN DE LAS ACTUACIONES DE LAS 
ADMINISTRACIONES TRIBUTARIAS DESDE UNA PERSPECTIVA 
EMPRESARIAL. LA IMPORTANCIA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA.  

  

ANDRÉS SÁNCHEZ IGLESIAS 
INSPECTOR DE HACIENDA DEL ESTADO (EXCEDENTE) 

 

SUMARIO: 1. LA INTERNACIONALIZACIÓN DE LAS ACTUACIONES DE LAS 
ADMINISTRACIONES TRIBUTARIAS DESDE UNA PERSPECTIVA 
EMPRESARIAL. 1.1 Contexto general. 1.2 Mecanismos para la mejora de la 
seguridad jurídica en un contexto internacional.  1.3. La internacionalización de 
las actuaciones administrativas. Algunos aspectos prácticos. 1.3.1 El programa 
OCDE ICAP. 1.3.2. El Programa Europeo ETACA. 1.3.3 Experiencia con la 
administración tributaria británica: Customer Compliance Manager. 1.3.4 
Experiencia con la administración tributaria australiana: Streamlined Assurance 
Review 1.3.5 La Procuraduría para la Defensa del Contribuyente (Prodecon) en 
México. 2. LA IMPORTANCIA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA. 2.1.  La seguridad 
jurídica: una aproximación al concepto de seguridad jurídica en un contexto de 
internacionalización de la actividad económica.  
 
1. LA INTERNACIONALIZACIÓN DE LAS ACTUACIONES DE LAS 

ADMINISTRACIONES TRIBUTARIAS DESDE UNA PERSPECTIVA 
EMPRESARIAL.  

1.1 CONTEXTO GENERAL 

El fenómeno de la globalización ha tenido un impacto muy relevante en la 
economía y en general en la actividad empresarial en los últimos años. Este 
fenómeno ha tenido un impacto significativo igualmente sobre la forma en que 
las empresas se organizan y sobre cómo las empresas desarrollan su actividad, 
lo que en última instancia ha afectado a cómo las empresas cumplen con sus 
obligaciones tributarias.  

Esta situación ha tenido un reflejo inmediato en las administraciones tributarias 
de los diferentes Estados que han reaccionado adaptando su regulación, sus 
estructuras organizativas y sus procedimientos administrativos para adaptarse a 
esta nueva realidad económica.  

Este fenómeno se advierte con especial intensidad en el caso de las empresas 
multinacionales con presencia global. Los grupos multinacionales desarrollan 
sus actividades económicas en múltiples territorios, realizando en estos todas o 
algunas de las actividades en las que se desagrega su cadena de valor, lo que 
generalmente lleva a que se realicen operaciones entre empresas del grupo que 
exigen determinar el valor de mercado de esas operaciones con el fin de que las 
bases imponibles se asignen correctamente a cada mercado y, de esta forma, 
se produzca una correcta asignación de bases imponibles y, en consecuencia, 
se liquiden los impuestos correspondientes en cada uno de los territorios en los 
que se desarrollan estas actividades. 
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El fenómeno de la globalización ha impactado igualmente en las relaciones entre 
Estados, y entre estos y determinados organismos internacionales que se han 
esforzado en buscar consensos para tratar de adaptar su legislación tributaria lo 
más rápidamente posible con una doble finalidad: por una parte, adaptarse a una 
nueva realidad económica global y altamente digitalizada que no se 
correspondía con categorías jurídico-tributarias basadas en el desarrollo de 
actividades económicas a través de la presencia física en dichos territorios y un 
análisis de funciones, activos y riesgos basado en el desarrollo de dichas 
actividades sobre el terreno; y, por otra, garantizar el principio de suficiencia 
financiera permitiendo a los Estados recaudar los recursos tributarios suficientes 
para poder hacer frente a gastos públicos crecientes en un contexto económico 
de crisis.  

El reflejo de lo anterior se ve de forma muy clara en la evolución de la normativa 
fiscal internacional en los últimos quince años, transformándose al amparo de 
consensos alcanzados en el marco de los trabajos de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo (en adelante, OCDE), el G20 y la UE (Base Erosion 
and Profit Shifting Plan1, en adelante BEPS). Sirva a estos efectos de ejemplo la 
firma del Convenio Multilateral BEPS (BEPS Multilateral Instrument, MLI) en 
virtud del cual los más de 140 países que forman parte del denominado Marco 
Inclusivo (BEPS Inclusive Framework) acordaron la modificación simultánea de 
los Convenios para evitar la doble imposición que habían suscrito con otros 
Estados para implementar los mecanismos para prevenir el abuso de tratados 
(treaty abuse) y evitar la doble no imposición (hybrid mismatches) de acción 6 y 
2 del plan BEPS, respectivamente,  la nueva definición de establecimiento 
permanente de acción 7 del plan BEPS y el reforzamiento de la resolución de 
disputas a través de la inclusión de una cláusula de arbitraje vinculante.   

En este contexto, y como reflejo tanto de la evolución de la actividad económica 
desarrollada por las empresas multinacionales, se ha producido igualmente una 
transformación de las administraciones tributarias y una adaptación de estas a 
la nueva realidad económica globalizada y altamente digitalizada. Un ejemplo de 
este fenómeno lo encontramos en la creación en 2002 del Foro de 
Administraciones Tributarias (Forum on Tax Administration2) en el seno de la 
OCDE que, con la presencia de más de 50 países, las administraciones 
intercambian conocimientos y experiencias, investigan y desarrollan para 
mejorar el funcionamiento de las administraciones tributarias, siendo sus 
principales focos de atención: el impulso a los mecanismos que profundicen en 
la seguridad jurídica y la certeza fiscal (tax certainty) como los procedimientos 
amistosos (Mutual Agreement Procedures), los acuerdos previos de valoración 
unilaterales o multilaterales (Advance Pricing Agreement), el ICAP (International 
Compliance Assurance Programme) o las inspecciones conjuntas (joint audits); 
la transformación digital de las administraciones tributarias con el fin de reducir 
los costes de cumplimiento de las empresas y mejorar la productividad de los 
sistemas tributarios así como permitir el intercambio automático de información 
tributaria en tiempo real; y, por último, mejorar las capacidades de las 
administraciones tributarias a través de iniciativas colaborativas que permiten a 
países más desarrollados realizar actividades formativas con países menos 
desarrollados.   

 
1 https://www.oecd.org/en/topics/base-erosion-and-profit-shifting-beps.html 
2 https://www.oecd.org/en/networks/oecd-forum-on-tax-administration.html#focus-areas 
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1.2 MECANISMOS PARA LA MEJORA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA (TAX 
CERTAINTY) 

La globalización de la economía y la incesante digitalización ha supuesto un reto 
para las administraciones tributarias que han tenido que transformarse para 
cumplir con su fin principal de aplicar efectivamente el sistema tributario y 
aduanero, fomentando el cumplimiento voluntario de los contribuyentes 
mediante sistemas de información y asistencia y detectando y regularizando los 
incumplimientos de las obligaciones fiscales.    

Esta transformación ha sido especialmente necesaria en un contexto en el que 
las empresas desarrollan actividades económicas más allá de las fronteras de 
los Estados en los que las personas o entidades son residentes a efectos 
fiscales, en entornos altamente digitalizados que no permiten identificar un lugar 
fijo de negocios desde el que desarrolle en todo o en parte la actividad que sirva 
de nexo para la atribución de potestad de gravamen a un determinado territorio. 
Las administraciones tributarias han ido afrontando con éxito el desafío de ser 
tan globales como los propios contribuyentes cuyo cumplimiento tributario deben 
supervisar en un nuevo contexto de economía globalizada y digitalizada. 

Para hacer frente a este reto, las administraciones tributarias, de forma 
individual, o en el marco de organismos multilaterales, han adaptado la forma en 
la que se relacionan con los contribuyentes tanto desde la perspectiva de la 
información y asistencia como desde la perspectiva de la comprobación, 
investigación y, en su caso, regularización de la situación tributaria de los 
contribuyentes. Este fenómeno transformador ha sido especialmente intenso en 
el contexto internacional en el que el desarrollo del plan BEPS en el marco de 
los trabajos llevados a cabo por la OCDE, el G20 y la UE ha contribuido de forma 
muy relevante a desarrollar nuevas formas de interacción con los contribuyentes.  

A la vista de lo anterior, y tratando de clasificar las actuaciones de las 
administraciones tributarias por su finalidad u objeto, podemos distinguir los 
siguientes tipos de actuaciones administrativas: en primer término, los 
procedimientos administrativos tradicionales que tiene por objeto comprobar e 
investigar la situación tributaria de los contribuyentes en relación con 
obligaciones tributarias y períodos impositivos concretos con el fin, en su caso, 
de regularizar la situación tributaria del contribuyente; en segundo término, los 
procedimientos administrativos que tienen por objeto evitar o eliminar la doble 
imposición que se pueda o haya producido en relación con la situación tributaria 
de un contribuyente o de una renta, respecto de la cual una o más 
administraciones tributarias consideran que tienen potestad de gravamen en 
relación con ese contribuyente o esa renta; y en tercer lugar; las actuaciones 
administrativas preventivas que tienen por objeto evaluar los riesgos asociados 
a determinadas operaciones o negocios jurídicos a realizar por los 
contribuyentes con el fin de evitar litigios futuros en relación con la valoración de 
una renta o el tratamiento tributario de una operación.  

Trataremos de referirnos brevemente a cada uno de ellos, identificando los 
principales aspectos en los que la internacionalización de la economía y la 
digitalización han influido de forma más relevante. 

Los procedimientos administrativos tradicionales que tienen por objeto 
comprobar o investigar la situación tributaria del contribuyente en relación con 
una o varias obligaciones tributarias y períodos impositivos son los 
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procedimientos en los que se advierte una mayor estabilidad a lo largo del 
tiempo.   

El objetivo de estos procedimientos administrativos continúa siendo 
esencialmente el mismo que antes del plan BEPS, adaptándose a las nuevas 
formas de realizar negocios en un entorno altamente digitalizado. De igual forma, 
no se advierten grandes diferencias en un análisis comparativo de las 
administraciones tributarias de los países de nuestro entorno. Estas actuaciones 
comienzan a iniciativa de la administración tributaria, generalmente precedidas 
de un análisis previo de la situación tributaria de los contribuyentes. Este tipo de 
análisis ha evolucionado de forma muy significativa como consecuencia de la 
utilización de herramientas informáticas de análisis de datos, siendo muy 
dependiente del grado de digitalización que exista en esa jurisdicción tanto en el 
cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias a través de la 
presentación de declaraciones o autoliquidaciones tributarias y de las 
declaraciones informativas de forma telemática, como de las herramientas de big 
data a disposición de la administración tributaria para comprobar los datos y 
antecedentes de que dispongan la administración.  

Es relevante señalar que estos procedimientos se han adaptado a las nuevas 
fuentes de información de que disponen las administraciones tributarias a través 
del intercambio automático (AEOI), o previo requerimiento (EOIR), de 
información tributaria. En este sentido, los protocolos de intercambio de 
información tributaria impulsados en el marco del Foro Global de Transparencia 
e Intercambio de Información Tributaria en el que están presentes más de 170 
países han permitido a las administraciones tributarias disponer de información 
de calidad sobre los hechos, actos o negocios jurídicos desarrollados por las 
empresas multinacionales en distintos Estados.  Ciertamente, uno de los 
principales desarrollos derivados del proyecto BEPS, en conjunción con 
iniciativas previas impulsadas por la OCDE y la UE, pasa por la intensificación 
del nivel de transparencia fiscal, de manera que las autoridades fiscales acceden 
a un importante volumen de información sobre las estructuras operativas y 
transacciones de los contribuyentes que operan a nivel transfronterizo, 
permitiendo todo ello no sólo un mayor control fiscal sino también un mejor 
entendimiento de sus operaciones. La cooperación fiscal internacional 
expandida post BEPS permite no sólo una mayor supervisión fiscal a nivel 
transfronterizo por parte de las autoridades fiscales, sino también que éstas 
articulen procedimientos internacionales de inspección, prevención y resolución 
de controversias fiscales internacionales. No obstante, en la práctica se advierte 
que dominan enfoques de comprobación unilaterales, abriéndose paso con 
dificultad enfoques bilaterales o multilaterales de prevención (BAPAs, MAPAs, 
ICAP, ETACA) y la propia y tan necesaria resolución de controversias (MAPs, 
procedimientos arbitrales).    

En los últimos años, y como consecuencia de disponer de una mayor 
información, las administraciones tributarias con el fin de ser más eficientes en 
la utilización de los recursos, han incorporado metodologías de análisis de 
riesgos sobre grupos o personas o entidades o sobre actividades, lo que ha 
permitido orientar los recursos de las administraciones tributarias hacia áreas de 
actividad económica de mayor riesgo, reduciendo la frecuencia de las 
comprobaciones y su duración, con la consiguiente reducción de la carga 
administrativas aparejada con la gestión de este tipo de comprobaciones 
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tributarias, en relación con hechos, actos o negocios de bajo riesgo o ya 
comprobados con anterioridad. Los mecanismos de transparencia fiscal post 
BEPS están reorientando a las administraciones tributarias en el control fiscal 
internacional y en las nuevas tecnologías (digitalización administrativa, big data, 
inteligencia artificial) dando otra vuelta de tuerca a la expansión de las 
capacidades de supervisión fiscal al permitir análisis de riesgos muy sofisticados 
prácticamente en tiempo real, que impactan los modelos de cumplimiento 
tributario de los contribuyentes y los propios procedimientos de control fiscal3. 

En este tipo de procedimientos administrativos se perciben igualmente 
diferencias en el tratamiento de las grandes empresas y de las pequeñas y 
medianas empresas. En este sentido, las primeras son organizaciones con un 
grado de sofisticación y complejidad mayor, lo que suele llevar aparejada la 
existencia de un conjunto de recursos internos dedicados a la gestión fiscal de 
las obligaciones tributarias materiales y formales e, igualmente, la existencia de 
sistemas informáticos sofisticados que les permiten cumplir con las obligaciones 
fiscales de forma automatizada. Adicionalmente, las grandes empresas, en 
especial, en los últimos tiempos, se han adherido a programas de cumplimiento 
cooperativo que tienen por objeto: por una parte, la evaluación y detección 
preventiva de riesgos con el fin de reducir los conflictos tributarios con las 
administraciones en el cumplimiento de las obligaciones o, por otra parte, la 
evaluación temprana de riesgos asociados al cumplimiento de las obligaciones 
tributarias una vez que las declaraciones tributarias ya se han presentado, de 
forma que es la propia empresa quien, de forma voluntaria, y al margen de 
cualquier procedimiento formal, pone de manifiesto a la administración tributaria 
los principales hechos y circunstancias que se han tomado en consideración en 
el cumplimiento de las obligaciones tributarias así como cuál ha sido el 
tratamiento tributario que se ha dado a determinada operación en base a los 
hechos y circunstancias comentados con anterioridad. A modo de ejemplo, 
podemos citar el Código de Buenas Prácticas Tributarias en España de 20 de 
julio 2010, uno de cuyos compromisos voluntarios es la presentación del Informe 
de Transparencia, documento en el que los grandes contribuyentes, de forma 
voluntaria, explican los principales hechos y circunstancias acontecidos durante 
el ejercicio y sus consecuencias fiscales, así como la forma en que se han 
incluido en la declaración del Impuesto sobre Sociedades.  

En segundo término, nos encontramos con las actuaciones administrativas que 
tienen por objeto prevenir las disputas evitando la doble imposición sobre una 
misma persona o renta o eliminando la doble imposición, si ya se hubiera 
producido. Son procedimientos que, al amparo de la normativa interna de un 
Estado o al amparo de un convenio para evitar la doble imposición o un convenio 
multilateral, tratan de determinar el valor de mercado de una operación o su 
tratamiento tributario. Los ejemplos más comunes son los procedimientos 
administrativos denominados acuerdos previos de valoración o los 
procedimientos amistosos. 

En relación con los acuerdos previos de valoración, pueden ser unilaterales, 
bilaterales o multilaterales. En los primeros, el contribuyente, de forma voluntaria, 
solicita a una administración tributaria que determine la valoración de mercado 

 
3 Vid. OECD, Tax Administration 2024. Comparative information on OECD and other advanced and 

emerging economies, 2024. www.oecd.org.  

https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=http%3A//www.oecd.org&g=NDdmZDk0NTBiYTczMmNkZQ==&h=ZTdkZDk3NWFhZTU2NzAxNDlhMGU1MGRlNDIzNTE3NTkwNzA2M2MxNzJkY2E2ODIwNmJkZWVmMzAzNGVjOWNkYw==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzoyYThkZTBkYTZkYzM2ZWQwMzA4NmY4ZjkzMTllYmY0Zjo3OnA6Rg==
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de una hecho, acto o negocio jurídico, debiendo acompañar a la solicitud la 
correspondiente propuesta de valoración, así como un análisis económico de la 
operación. El resultado de estos procedimientos es vinculante para el 
contribuyente y para la administración tributaria durante un período de tiempo 
determinado, siempre que se mantengan los hechos y circunstancias objeto de 
análisis. Por su parte, los procedimientos bilaterales o multilaterales son 
esencialmente iguales, si bien el valor de mercado o el tratamiento tributario de 
acto, negocio u operación es acordado entre dos o más Estados, siendo 
vinculante para ellos durante un período de tiempo determinado, en tanto en 
cuanto se mantenga las circunstancias analizadas.  

Por lo que se refiere a los procedimientos amistosos, se trata de procedimientos 
administrativos singulares establecidos en los convenios para evitar la doble 
imposición4 en virtud de los cuales los Estados firmantes del convenio se 
comprometen a resolver de forma amistosa cualquier duda sobre la 
interpretación de las disposiciones del convenio. El procedimiento amistoso 
constituye una vía que ostentan los contribuyentes para invocar una imposición 
conforme al mini sistema fiscal derivado de los CDI´s, a partir de un mecanismo 
bilateral, que opera de forma complementaria a los mecanismos de defensa de 
la legalidad tributaria establecidos en el ordenamiento interno de cada Estado. 
Pretende resolver el litigio de forma concertada, a través de un acuerdo entre las 
autoridades competentes de cada Estado parte. El procedimiento amistoso es 
un procedimiento especial paralelo a los recursos nacionales (unilaterales) 
previstos en el Derecho interno. Esto determina que únicamente pueda incoarse 
en los casos previstos en las propias disposiciones del convenio (en general, el 
artículo 25 del Modelo de Convenio de la OCDE), es decir: en los supuestos en 
los que la imposición se haya aplicado o vaya a aplicarse en contra de las 
disposiciones del propio convenio.  

Con carácter general, el procedimiento amistoso se aplica cuando la medida del 
convenio haya provocado una doble imposición, cubriendo toda imposición “no 
conforme” a las disposiciones del convenio tributario. Entre los casos más 
comunes, según los propios Comentarios al Modelo de Convenio de la OCDE, 
deben mencionarse los referidos a la atribución de beneficios a un 
establecimiento permanente en aplicación del apartado 2 del artículo 7; la 
imposición en el Estado del pagador, en el caso de relaciones entre el deudor y 
el beneficiario efectivo en dividendos, intereses y cánones; los casos de 
aplicación de una legislación referente a la subcapitalización; y por último, los 
casos en que la falta de información sobre la situación de hecho del 
contribuyente conduce a una aplicación inexacta del convenio, especialmente en 
lo que se refiere a la determinación de la residencia (apartado 2 del artículo 4), 
a si existe un establecimiento permanente (artículo 5) o al carácter temporal de 
los servicios prestados por un asalariado (apartado 2 del artículo 15). 

A continuación, haremos referencia a algunos datos estadísticos publicados por 
OCDE5   sobre procedimientos amistosos y acuerdos previos de valoración. 

 
4 https://www.oecd.org/content/dam/oecd/es/publications/reports/2017/12/model-tax-convention-on-

income-and-on-capital-condensed-version-2017_g1g8769b/765324dd-es.pdf 
5 https://www.oecd.org/en/about/news/announcements/2024/11/oecd-releases-information-and-statistics-

on-mutual-agreement-procedures-and-advance-pricing-arrangements.html 
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El inventario de procedimientos amistosos pendientes de resolución al final de 
2023 (último en relación con el cual hay datos disponibles en la página web de 
la OCDE) es de 6.175 casos. De estos, 5.362 casos se han iniciado después de 
1 de enero de 2026 o después de que el Estado se haya adherido al Marco 
Inclusivo, en tanto que 813 casos proceden ejercicios previos. Otro dato 
relevante es el relativo a casos anuales resueltos. En 2023, se resolvieron 2.601 
procedimientos amistosos, de los cuales 2.388 derivan de casos iniciados 
después de 1 de enero de 2016 o después de que el Estado se haya adherido 
al Marco Inclusivo.  

Otro dato de enorme relevancia es el éxito de los procedimientos amistosos a la 
hora de eliminar la doble imposición o resolver la disputa de acuerdo con lo 
dispuesto en los convenios. En este sentido, el 62% de los procedimientos 
amistosos cerrados en 2023 ha concluido con éxito eliminando la doble 
imposición o resolviendo la disputa de acuerdo con las disposiciones del 
convenio para evitar la doble imposición.  

El tiempo medio para la resolución de disputas en procedimientos amistosos es 
de 27,3 meses, siendo de 32 meses en los casos de precios de transferencia y 
de 23,4 meses en el resto de los casos. El 51,9% de los casos resueltos, lo son 
en un plazo inferior a 2 años y el resto en plazos superiores a 2 años. En relación 
con el plazo de resolución, es relevante indicar que, si el procedimiento se 
resuelve de forma unilateral por el Estado, bien porque no procede el acceso al 
procedimiento, porque la disputa no está justificada o porque se resuelve de 
forma unilateral por el Estado aplicando la normativa interna, el plazo medio de 
resolución se reduce de forma significativa a una media de 9,78 meses. Por el 
contrario, si el procedimiento se resuelve de forma bilateral, el plazo medio se 
extiende hasta los 26,35 meses.  

Por último, los Estados con un mayor número de procedimientos amistosos 
abiertos en 2023 son Alemania (1.332 casos), Francia (980 casos), Italia (912 
casos), España (887 casos), Bélgica (874 casos), India (665 casos), Estados 
Unidos (662 casos), Reino Unido (584 casos), Holanda (494 casos) y Suiza (419 
casos). 

De acuerdo con los datos estadísticos publicado por la OCDE, al inicio de 2023 
los acuerdos previos de valoración pendientes de resolución eran de 3.919 
casos, siendo al cierre de 2023 de 4.080 casos. En el ejercicio 2023 se 
resolvieron 975 casos, de los cuales 860 concluyeron con un acuerdo previo de 
valoración, lo que representa aproximadamente un porcentaje del 25% de casos 
resueltos siendo el plazo medio para la resolución de los casos de 36,8 meses.  

Estos datos permiten extraer algunas conclusiones. En primer término, se 
advierte que los casos, tanto de procedimientos amistosos como de acuerdos 
previos de valoración, son muy numerosos. Otro dato relevante es que el 
inventario de casos pendientes de resolución se mantiene estable, lo que implica 
que el número de casos nuevos es similar al número de los que se resuelven 
durante el ejercicio. En segundo lugar, el plazo de resolución de los 
procedimientos amistosos o de los acuerdos previos de valoración es muy largo. 
Son 27,3 meses para los procedimientos amistosos y 36,8 meses para los 
acuerdos previos de valoración. En este sentido, no puede dejar de apuntarse 
que la demanda de acuerdos previos de valoración y procedimientos amistosos 
es creciente y sus tiempos de tramitación continúan siendo largos y no acaban 
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de estar a la altura de las necesidades de los contribuyentes a la hora de 
garantizar la eliminación de la doble imposición y aportar el nivel de seguridad 
jurídica en el cumplimiento tributario internacional exigido en el contexto actual 
de la fiscalidad. 

En último término, nos encontramos con los procedimientos administrativos que 
tienen por objeto evaluar los riesgos asociados a determinadas operaciones o 
negocios jurídicos a realizar por los contribuyentes con el fin de evitar litigios 
futuros en relación con la valoración de una renta o el tratamiento tributario de 
una operación. Este tipo de actuaciones se han popularizado en los últimos años 
como consecuencia de la creciente internacionalización de los negocios y la 
globalización de la economía. Las administraciones tributarias nacionales 
encuentran crecientes dificultades para comprobar la situación tributaria de los 
grupos multinacionales como consecuencia de que sus actividades y negocios 
se realizan de forma global transcendiendo las fronteras de los Estados en los 
que son residentes a efectos fiscales las personas o entidades que la forman y 
estas actividades han evolucionado hacia cadenas de valor altamente 
digitalizadas lo que dificulta adicionalmente la comprobación e investigación de 
las mismas al no existir lugares físicos a los que atribuir en todo o en parte la 
realización de estas actividades generadoras de rentas.  

En la hora actual, cabría destacar la tendencia hacia la articulación de 
mecanismos y procedimientos de revisión internacionales y multilaterales y 
en tal sentido ya existen iniciativas y modelos desarrollados por países de la 
OCDE-FTA que trascienden        las inspecciones tradicionales domésticas 
instrumentando inspecciones conjuntas internacionales multilaterales. En 
particular, la OCDE publicó en el año 2010          su Joint Audit Report, donde se 
ponían en valor las ventajas derivadas de este modelo de inspecciones conjuntas 
multilaterales, indicándose igualmente que tanto los convenios para evitar la doble 
imposición como el convenio OCDE multilateral de asistencia mutua en materia 
tributaria (o la Directiva UE/2011/16)   constituían una base legal suficiente para 
llevarla a cabo, aunque no sin ocultar los obstáculos legales y prácticos que 
existen para desarrollar este tipo de mecanismos a gran escala.  

El Foro Europeo de Precios de Transferencia (JTPF) aprobó, en octubre de 2018, 
un marco coordinado para la realización de inspecciones de precios de 
transferencia en la UE basado en la actual Directiva 2011/16/UE 
(JTPF/013/2018, Brussels, October 2018). El objetivo de este marco de 
coordinación administrativa pasa por mejorar la eficacia de este mecanismo 
desde la perspectiva de las autoridades fiscales y de los contribuyentes. La idea 
de fondo es intensificar la coordinación de las inspecciones simultáneas 
acercándolas al modelo de “Joints Audits”, de manera que se reduzca el margen 
de asimetría de enfoques de regularización fiscal por diferentes interpretaciones 
de los hechos y del principio de plena competencia, y, con ello, se alcancen 
mayores niveles de seguridad jurídica y se reduzcan las controversias fiscales 
internacionales. De esta forma, aunque no puede dejar de reconocerse lo 
incipiente de esta nueva fórmula de coordinación administrativa en el 
enforcement post-BEPS, cabe destacar cómo este tipo de mecanismos está 
ganando momento al constituir una reacción frente a alguno de los principales 
desafíos estructurales que plantea la aplicación del sistema global de fiscalidad 
internacional. Asimismo, no puede perderse de vista cómo esta tendencia hacia 
el desarrollo de procedimientos de control fiscal multilaterales posee 
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implicaciones significativas para las grandes empresas que operan a nivel 
internacional. Así, por un lado, este nuevo mecanismo de control intensifica la 
transparencia del modelo fiscal del contribuyente y en tal sentido requiere mayor 
consistencia fáctica y técnica, de manera que los enfoques de cumplimiento 
tributario deben ser construidos desde una perspectiva multilateral de cara a 
defender su consistencia frente a las distintas administraciones tributarias 
potencialmente afectadas. Por otro lado, la articulación de mecanismos de 
control fiscal multilaterales permite al contribuyente explicar su modelo de 
negocio, cadena de valor, fundamento comercial de sus transacciones y enfoque 
de cumplimiento tributario frente a autoridades fiscales cualificadas, lo cual 
puede contribuir a reducir las asimetrías en el entendimiento de su estructura y 
posiciones fiscales. El acuerdo del Foro Europeo de Precios de Transferencia no 
posee valor jurídico vinculante, ya que estamos ante un grupo asesor de la 
Comisión Europea en materia de precios de transferencia. No obstante, no 
puede perderse de vista su valor como “soft-law” a nivel europeo en el sentido 
de propiciar una aplicación de las disposiciones de la Directiva 2011/16/UE 
(inspecciones simultáneas) por parte de las administraciones tributarias de los 
Estados miembros alineada y consistente con tal acuerdo. 

1.3 LA INTERNACIONALIZACIÓN DE LAS ACTUACIONES 
ADMINISTRATIVAS. ALGUNOS ASPECTOS PRÁCTICOS.  

El desarrollo de actividades económicas en un entorno internacional conlleva la 
realización de operaciones transnacionales en las que interactúan legislaciones 
de dos o más Estados que pueden dar lugar a supuestos doble imposición 
jurídica, en la que un misma persona o entidad soporta impuestos de dos o más 
Estados sobre la misma renta, o de doble imposición económica, en la que una 
misma renta es gravada en dos o más jurisdicciones en dos o más entidades 
distintas. Para evitar que estas situaciones, los convenios para evitar la doble 
imposición incorporan mecanismos de eliminación de la doble imposición y, 
adicionalmente, procedimientos amistosos para resolver los conflictos en caso 
de que estos ya se hubieran producido eliminado total o parcialmente la doble 
imposición jurídica o económica sobre un contribuyente o sobre una renta o 
incluso cláusulas en virtud de las cuales los Estados se someten a 
procedimientos de arbitraje cuyo resultado es vinculante para las partes. 

1.3.1. El Programa OCDE ICAP6 

El programa OCDE conocido con el acrónimo “ICAP” (International Compliance 
Assurance Programme7)  articular un procedimiento voluntario que tiene por 
objeto un análisis de riesgos multilateral y cooperativo con fines de 
aseguramiento, en el que administraciones tributarias de varios Estados analizan 
riesgos fiscales de empresas multinacionales dispuestas a colaborar de forma 
transparente. Se diferencia de un acuerdo previo de valoración bilateral o 
multilateral porque no finaliza mediante un acto administrativo de las 
administraciones tributarias determinando el valor de mercado de operaciones 
entre partes vinculadas o determinando el tratamiento tributario de una 

 
6 The OECD International Compliance Assurance Programme: Just a New Multilateral and Cooperative 

Model of Tax Control for Multinational Enterprises? Jose M. Calderón. Bulletin for International Taxation, 

2018 (Volume 72), No. 12 
7 https://www.oecd.org/en/abou1t/programmes/icap.html. El FTA publicó en diciembre de 2024 un 

documento de FAQs sobre el ICAP, y con posterioridad se han actualizado algunos elementos integrantes 

del marco del ICAP (documentación, template outcome letters), para mejorar su aplicación. 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=https%3A//www.oecd.org/en/abou1t/programmes/icap.html&g=ZmNhMzRiNmI2Mzg0NzQ0OQ==&h=YzgwNjE4ZTc0NTA2NzgyNGUzNmUzMGNmZTU4NzQxZGYxN2NjMjM5ZDQ0ZmNiMzgxZTQ2MzZjMGQ5ZmQxMWExYg==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzoyYThkZTBkYTZkYzM2ZWQwMzA4NmY4ZjkzMTllYmY0Zjo3OnA6Rg==
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operación, de forma vinculante, sino que finaliza con la formalización de un 
documento, denominado outcome letter, en el que se recogen los principales 
resultados del análisis de riesgos. El ICAP articula las bases de un procedimiento 
voluntario que sirve para dar aseguramiento y confort a través de una evaluación 
del perfil de riesgo de un contribuyente o de una situación tributaria en materia 
de precios de transferencia y establecimientos permanentes. Si como 
consecuencia del análisis realizado, se pone de manifiesto que una actividad u 
operación que no es calificada de bajo riesgo, el procedimiento finalizaría, 
pudiendo iniciarse otros procedimientos administrativos con el objeto de 
regularizar la situación tributaria del contribuyente.  

Esta iniciativa surgió en 2018 con un programa piloto en el que participaron ocho 
administraciones tributarias. Posteriormente, en 2019 se inició el segundo 
proyecto piloto al que se adhirieron diecinueve administraciones. Destacan la 
presencia de los principales países miembros de la Unión Europea, así como 
Reino Unido, Estados Unidos, Canadá, Colombia, Argentina, Chile, Australia, 
Japón, Noruega y Singapur. 

Este programa constituye una vía para la mejora de la seguridad jurídica de los 
grupos multinacionales, mejorando la resolución de conflictos y reduciendo los 
procedimientos amistosos, así como la duración de los mismos. Adicionalmente, 
es un instrumento que mejora el marco de control fiscal de las multinacionales al 
fomentar la implantación de mejores prácticas, permitiendo la estandarización de 
la información de precios de transferencia necesaria para el desarrollo de análisis 
de riesgos, permitiendo impulsar la colaboración internacional de las 
administraciones tributarias.  

Comparativamente frente a otro tipo de procedimientos o iniciativas, el ICAP es 
más flexible y menos formal, desarrollándose a través de una metodología de 
análisis de riesgos cuyo objetivo es finalizar con una valoración de riesgo bajo 
de la posición de precios de transferencia de una multinacional o de sus 
establecimientos permanentes. Es relevante indicar que no siempre esta 
valoración de riesgo se incluye expresamente por las administraciones tributarias 
participantes.   

Se focaliza en ejercicios fiscales recientes y finaliza en un plazo aproximado de 
24-28 meses desde que se aporta el paquete de documentación para el análisis 
de riesgos. Este paquete documental suelen incluir las cuentas anuales 
consolidadas del grupo multinacional de los períodos objeto de análisis, la 
documentación de precios de transferencia de esos mismos ejercicios, el informe 
país por país del grupo, un análisis de la cadena de valor del grupo incluyendo 
los instrumentos generadores de beneficio (profit drivers) y la atribución de 
beneficios por jurisdicción, la estrategia fiscal del grupo, el marco de control fiscal 
(tax control framework) y, por último, la documentación relacionada con 
establecimientos permanentes.  

Como se mencionó anteriormente, el documento que se elabora para formalizar 
la finalización del procedimiento de análisis de riesgos se denomina outcome 
letter. En esencia, se trata de un documento en el que las administraciones que 
han participado en el procedimiento detallan de forma voluntaria las 
transacciones, filiales y ejercicios analizados, así como las áreas u operaciones 
cuya valoración de riesgo es bajo, pudiendo incluir los efectos que este 
procedimiento pudieran tener en la jurisdicción correspondiente en relación con 



11 
 

esas transacciones, filiales o ejercicios, tanto respecto de los dos ejercicios 
analizados como respecto de los dos ejercicios futuros. Es importante indicar 
que cada administración tributaria emitirá su valoración teniendo en cuenta los 
condicionantes de la legislación local correspondiente. Esto implica que hay 
jurisdicciones que no emiten opiniones sobre valoración de riesgos, por ejemplo, 
y otras no se pronuncian sobre los efectos del procedimiento en cada 
jurisdicción. Igualmente, si en el curso del procedimiento se advierte algún 
aspecto en relación con el cual se pone de manifiesto una disparidad de criterio 
entre administraciones y contribuyente, el documento reflejaría una breve 
descripción de los resultados del análisis, así como los próximos pasos. Por 
último, el documento podría recoger igualmente recomendaciones en relación 
con riesgos respecto de los cuales no habiéndose puesto de manifiesto una 
disparidad de criterio, pudieran merecer un plan de remediación por parte del 
contribuyente.  La experiencia de las empresas multinacionales que han 
participado en el programa ICAP, revela aspectos positivos derivados de tal 
participación e importantes áreas de mejora8. La valoración global resulta 
positiva, aunque se pone de relieve que no es un mecanismo adecuado para 
todo tipo de MNEs y en términos de seguridad jurídica son preferibles los APAs 
(especialmente los APAs internacionales); se considera que el ICAP constituye 
una evolución natural y necesaria de los procedimientos cooperativos al servicio 
de la seguridad jurídica, permitiendo en particular que las MNEs expongan en un 
contexto multilateral no inquisitivo su modelo de cumplimiento tributario y cadena 
de valor global; el hecho de que algunas administraciones se muestren 
partidarias de profundizar en la resolución de potenciales áreas de conflicto 
detectadas en el marco del ICAP, en un momento posterior se considera que 
dota de valor a la participación en el ICAP, por más que tal enfoque debería 
generalizarse y reforzarse. En el mismo sentido, cabría considerar igualmente la 
adaptación del programa ICAP a efectos de cubrir la revisión cooperativa del 
cumplimiento tributario de la tributación global mínima. 

1.3.2. El Programa Europeo ETACA9 

Se trata de una iniciativa de la Comisión Europea adoptada en julio de 2020 para 
impulsar junto con los Estados miembros de la Unión Europea que 
voluntariamente así decidiesen un Marco de Cumplimiento Cooperativo a nivel 
de la Unión. El programa se denominó ETACA (European Trust and Cooperation 
Approach) y se articuló con el objetivo de facilitar y fomentar el cumplimiento 
tributario a través de la cooperación, confianza y transparencia entre los 
contribuyentes y las administraciones tributarias, así como entre las 
administraciones tributarias entre ellas. En línea con estos objetivos, el ETACA 
trata de fomentar la prevención de disputas a través de instrumentos 
cooperativos basados en el análisis de riesgos en la política de precios de 
transferencia de las grandes multinacionales. A resultas de este ejercicio de 
transparencia, las empresas obtienen mayor confort y certidumbre sobre sus 
posiciones fiscales en materia de precios de transferencia.  

El proyecto se inició como proyecto piloto en 2021 contando con la participación 
de catorce Estados miembros en el Steering Group y tres multinacionales. En 

 
8 BIAC, OECD ICAP and Tax Certainty Mechanisms, August 2024. 
9https://taxation-customs.ec.europa.eu/eu-cooperative-compliance-programme/european-trust-and-

cooperation-approach-etaca-pilot-project-mnes_en 
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septiembre de 2025 está previsto el segundo proyecto piloto en el que se prevé 
la participación de diecisiete Estados miembros10.  

El principal objetivo del programa es mejorar la seguridad jurídica de las 
transacciones entre Estados miembros de la Unión, evitando diferentes 
interpretaciones sobre el valor de mercado de las operaciones y evitando 
situaciones de doble imposición. Se trata de un instrumento de prevención de 
disputas que reduce el tiempo de resolución de conflictos y los de cumplimiento 
correspondientes. El programa se basa en el ICAP y añade algunas ventajas 
derivadas del marco de cooperación administrativo de la UE. No obstante, cabe 
apuntar cómo en la hora actual todavía no participan todas las administraciones 
tributarias de los 27 Estados miembros de la UE; asimismo, el ICAP en algunos 
aspectos aportaría un marco más robusto procedimentalmente y a la hora de 
aportar seguridad jurídica a los contribuyentes participantes en el mismo, al tener 
un ámbito de aplicación más amplio en lo que se refiere a los riesgos fiscales a 
supervisar e incluir el denominado “issue resolution” que permite resolver ciertos 
riesgos detectados en el propio marco cooperativo.  

El ámbito subjetivo del programa son grupos multinacionales de más de 750 
millones de euros de volumen de operaciones que tenga una trayectoria de 
cumplimiento y dispongan de marco de control fiscal. Su objetivo principal son 
los riesgos de precios de transferencia. A la finalización del procedimiento, al 
igual que en el ICAP, la administración tributaria del país coordinador emite un 
documento denominado outcome letter en el que se detallan las transacciones 
analizadas, la clasificación de riesgo de las transacciones como “bajo” o “no bajo” 
justificando las razones en caso de que la calificación sea “no bajo”, los períodos 
objeto de análisis y en caso de riesgo bajo que esta calificación se proyecta sobre 
los dos ejercicios siguientes a aquellos analizados, y las entidades legales 
analizadas. El paquete de información que es objeto de análisis comprende una 
breve explicación sobre el grupo y su composición, las cuentas anuales 
consolidadas, la documentación de precios de transferencia (master file y local 
file), el informe país por país, los acuerdos previos de valoración unilaterales o 
bilaterales existentes, así como los procedimientos amistosos, los principales 
contratos, la estrategia fiscal del grupo, las transacciones entre empresas del 
grupo así como una descripción de la cadena de valor del grupo y los resultados 
de la aplicación de la política de precios de transferencia del grupo. 

1.3.3 Experiencia con la administración tributaria británica: Customer 
Compliance Manager.  

La dirección de grandes contribuyentes de la administración tributaria británica 
(en adelante, HMRC) trabaja con aproximadamente 2.000 de las empresas 
británicas más grandes con la finalizar de monitorizar su situación tributaria y 
garantizar un nivel de aseguramiento en el cumplimiento sus obligaciones 
tributarias. La selección de estos grupos multinacionales se realiza en base a 
tres criterios: volumen de operaciones, complejidad de las cuestiones fiscales y 
complejidad del sector. Adicionalmente, la administración tributaria británica se 
rige por el criterio de eficiencia en la gestión de riesgos de forma que trata de 
evaluar e identificar los riesgos de forma preventiva y orienta los recursos a 

 
10 La UE publicó en julio 2025 unas directrices sobre el funcionamiento del programa: Guidelines 

European Trust and Cooperation Approach (ETACA). 



13 
 

aquellos grupos o sectores de actividad que pueden presentar un nivel de riesgo 
mayor.    

A efectos meramente ilustrativos, y según información publicada por la propia 
administración tributaria en su página web, HMRC comprueba de forma 
simultánea a alrededor del 50% de estos grandes grupos, lo que implica que al 
menos la mitad de estos grupos o sectores están sometidos a comprobación al 
mismo tiempo. Igualmente, como medida de gestión de riesgos, la propia 
administración tributaria británica indica que el 40% de la recaudación procede 
de los impuestos que estos grandes grupos retienen de sus empleados y 
recaudan de sus clientes en el marco del PAYE (Pay as you earn) y el Impuesto 
sobre el Valor Añadido (en adelante, IVA), respectivamente. 

Para dar cumplimiento a su deber, la administración tributaria británica ha creado 
la figura de los Customer Compliance Manager (en adelante, CCM). Se trata de 
un profesional senior de la administración tributaria cuya función principal es 
conocer en profundidad las particularidades de las actividades económica 
desarrollada por el contribuyente, su apetito de riesgo y su modelo de gobierno. 
En base al conocimiento desarrollado, el CCM conoce de forma detallada los 
riesgos fiscales asociados a cada negocio contado para ello con especialistas 
fiscales, analistas de datos, abogados, auditores, expertos en el sector y en 
contabilidad.  

En enfoque de la administración tributaria en la gestión del cumplimiento de las 
obligaciones tributarias es: construir y mantener una relación con los 
contribuyentes, (denominados Customers en la terminología utilizada por la 
administración británica); clasificar los contribuyentes por nivel de riesgo con el 
fin de dirigir los recursos de la forma más eficiente posible; y ayudar a los 
contribuyentes a entender su perfil de riesgo, determinado en el marco de un 
procedimiento de revisión de riesgo, denominado en terminología británica 
Business Risk Review. La determinación del perfil de riesgo del contribuyente se 
define teniendo en cuenta el riesgo inherente al negocio (tamaño, complejidad, 
etc.) y si el negocio efectivamente reduce su riesgo a través de su 
comportamiento. El marco de relación cooperativo se regula en el marco de 
cumplimiento cooperativo (denominado Framework for Cooperative 
Compliance).   

El Business Risk Review consiste en un procedimiento de revisión de riesgo que 
tiene lugar entre la empresa y la administración tributaria británica. Por parte de 
la administración británica, el procedimiento es llevado a cabo por la CCM siendo 
el principal propósito de la revisión: acordar el nivel de riesgo del negocio, 
determinar si es necesario adoptar cualquier decisión para reducir el riesgo y 
decidir cuanta supervisión y recursos se necesitan destinar a cada uno de los 
negocios. En función de la calificación de riesgo, se define con que periodicidad 
se llevará a cabo la revisión del contribuyente. En este sentido, si el perfil de 
riesgo es bajo, la revisión se realizará cada 3 años. Si el perfil de riesgo es de 
moderado a alto, la revisión se realizará, al menos, una vez al año. 
Adicionalmente, y al margen de la revisión de riesgo, para aquellos 
contribuyentes que no son objeto de revisión en el ejercicio, la administración 
tributaria ha incorporado lo que se denomina Annual Conversation en la que 
informalmente la administración tributaria y el contribuyente revisan hechos y 
circunstancias relacionados con la actividad económica.  
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Adicionalmente, la administración tributaria adopta el mismo enfoque a la hora 
de resolver disputar fiscales. En este sentido, HMRC ha desarrollado y difundido 
la denominada Litigation and Settlement Strategy (en adelante LSS) con el fin de 
fijar el marco para la resolución de conflictos tributarios. Aplica a todos los 
contribuyentes, grandes o pequemos y medianos, ya se resuelvan de forma 
amistosa o de forma litigiosa. Cualquier decisión en este marco se lleva a cabo 
bajo las directrices del Code of Governance, supervisado a su vez por el Tax 
Assurance Comissioner. A su vez las resoluciones de estos conflictos están 
sometidas a la revisión independiente de la National Audit Office, quien a su vez 
reporta al Parlamento británico. 

1.3.4 Experiencia con la administración tributaria australiana: Streamlined 
Assurance Review 

Streamlined Assurance Review es un procedimiento en virtud del cual la 
administración tributaria australiana resuelve de forma rápida y eficiente 
disparidades de criterio entre la propia administración y los contribuyentes. Este 
procedimiento se basa en una metodología confiable cuyo objetivo principal es 
el aseguramiento razonable de que el grupo ha aplicado la normativa de forma 
correcta y ha determinado y pagado los impuestos de forma correcta. 

Este procedimiento tiene por objeto cuatro áreas fundamentales: el sistema de 
gobernanza fiscal; los riesgos que se han difundido al mercado; en tercer lugar, 
los hechos y circunstancias nuevos que se hayan puesto de manifiesto desde la 
última revisión; y por último, las diferencias entre los resultados contables y las 
bases imponibles. 

Desde un punto de vista metodológico, el procedimiento de Streamline 
Assurance Review se desarrolla a través de cuatro fases: en primer término, se 
notifica por escrito a la entidad que se ha incluido en la revisión anual; 
posteriormente, se organiza una reunión presencial en la que se trata de 
entender con mayor profundidad el negocio así como los nuevos hechos y 
circunstancias que se hayan puesto de manifiesto desde la última revisión; fruto 
de esa reunión presencial, se podría requerir documentación con el fin de 
soportar o evidenciar algunas de las cuestiones que se tratan durante la revisión; 
y por último, se trataría de identificar los próximos pasos desde el punto de vista 
del compliance tributario de la propia entidad. Con carácter general, el ámbito 
temporal del procedimiento se circunscribe a los dos últimos ejercicios fiscales. 

En primer término, el procedimiento analiza el sistema de gobernanza fiscal de 
la empresa y del grupo multinacional al que pertenece. El objetivo principal es 
conocer en detalle cuales son los roles y responsabilidades, los procesos y 
procedimientos relacionados con la preparación de las declaraciones fiscales; y, 
por último, los procesos y procedimientos relacionados con la búsqueda de 
asesoramiento fiscal externo. La revisión no tiene por objeto determinar un nivel 
de riesgo a través de un rating. El objetivo es evaluar la efectividad del modelo 
de gobierno y, en su caso, realizar indicaciones o propuestas de mejora sobre el 
modelo de gobierno. Si fruto de la preparación para el procedimiento de revisión 
se detecta algún error, se debería efectuar un voluntary disclosure que 
básicamente consistiría en una declaración voluntaria de los hechos y 
circunstancias y, en su caso, la regularización de la situación tributaria a través 
del pago de las cuotas correspondientes.   



15 
 

En segundo término, el procedimiento se centra los riesgos que hayan sido 
difundidos públicamente por la propia administración tributaria en relación con el 
tratamiento tributario de algún negocio u operación, el procedimiento de revisión 
tendría por objeto asegurar que ese riesgo no se ha manifestado en la entidad, 
y, en caso contrario, verificar que el negocio jurídico o la transacción se ha 
declarado correctamente y que se ha pagado la cuota tributaria correcta, de 
acuerdo con el criterio comunicado por la propia administración tributaria. Los 
riesgos se comunican a los contribuyentes a través de la publicación de 
resoluciones a consultas tributarias de alcance general, o a través de alertas 
sobre el tratamiento tributario de operaciones que pudieran tener un alcance 
general para un negocio o sector de actividad.  

Otro de los aspectos que son objeto de revisión por parte de la administración 
tributaria en el Streamline Assurance Review son los nuevos hechos y 
circunstancias que se hayan puesto de manifiesto en el negocio o en el sector 
desde la última revisión. La administración tributaria se centra en el 
entendimiento de las nuevas transacciones o negocios jurídicos o bien en las 
transacciones que por su volumen o cuantía pudieran ser relevantes para la 
entidad. A modo de ejemplo, podemos citar la cifra de negocios, el coste de 
ventas, las amortizaciones y depreciaciones, o algunos gastos fiscalmente 
deducibles.  

Igualmente, son objeto de revisión las diferencias existentes entre el resultado 
contable y las bases imponibles.  

Al final del procedimiento de revisión, la administración tributaria no determina 
un perfil de riesgo concreto a través de la emisión de un rating. El resultado de 
la revisión se concreta en determinar aquellas transacciones o negocios jurídicos 
revisados en relación con los cuales administración y contribuyente están de 
acuerdo en su tratamiento tributario y en establecer recomendaciones y áreas 
de mejora sobre aspectos concretos que permitan reducir los riesgos para el 
futuro. Para el caso de que la revisión hubiera puesto de manifiesto hechos y 
circunstancias que llevasen a la administración a concluir que la aproximación 
de la entidad a la gestión de riesgos es insatisfactoria, se podrían iniciar 
actuaciones inspectoras tradicionales con el fin de regularizar la situación 
tributaria del contribuyente. A partir de la finalización del procedimiento de 
revisión, cualquier revisión futura partirá de las conclusiones alcanzadas en las 
revisiones anteriores, de forma que solo se revisarán ejercicios o transacciones 
no revisadas o información nueva sobre hechos o circunstancias. 

1.3.5 La Procuraduría para la Defensa del Contribuyente11 (Prodecon) en 
México. 

La Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (en adelante, Prodecon) es un 
organismo público especializado en materia tributaria que presta servicios de 
asesoramiento y consulta, recepción y trámite de quejas, y reclamaciones contra 
la actuación de la administración tributaria mexicana con el objetivo de llegar a 
acuerdos entre contribuyente y administración tributaria que permiten resolver 
de forma anticipada y consensuada las diferencias que pudieran surgir en los 
procedimientos. Adicionalmente, el Prodecon participa en el procedimiento de 
elaboración de las normas realizando propuestas de modificación que permitan 

 
11 https://www.gob.mx/prodecon 
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resolver problemas detectados en la aplicación de la legislación tributaria, 
colaborando en la interpretación de disposiciones legales a través de la emisión 
de recomendaciones. El objetivo último de Prodecon es fomentar el desarrollo 
de una cultura cooperativa en el cumplimiento de las obligaciones tributarias de 
forma que se pueda evitar situaciones litigiosas que pudieran suponer costes de 
cumplimiento para los contribuyentes y costes de recaudatorios para las 
administraciones tributarios.  

El origen del Prodecon se encuentra en la reforma fiscal de 2004, en la que se 
modificó el Código Fiscal de la Federación atribuyendo la protección y defensa 
de los derechos e intereses de los contribuyentes en materia fiscal al Prodecon, 
como organismo público descentralizado, independiente técnica y 
operativamente.  

Algunas cifras que pueden ayudar a valorar el impacto de la figura del Prodecon 
en México. De enero 2023 a junio de 2024 (último período en relación con el cual 
hay datos disponibles) Prodecon atendió a 156.272 personas. Las actuaciones 
realizadas fueron 358.606, de las cuales 300.414 fueron de asesoría, 12.351 de 
representación y defensa legal, 42.145 de quejas y reclamaciones, y 3.696 de 
acuerdos conclusivos.  

De todas las actuaciones en que interviene el Prodecon podemos destacar los 
denominados acuerdos conclusivos. Se trata de un procedimiento en el que el 
contribuyente puede acudir a Prodecon para tratar de resolver una disparidad de 
criterio con la administración tributaria mexicana evitando tener que acudir a la 
vía administrativa o jurisdiccional, aportando pruebas adicionales a las ya 
aportadas en vía administrativa durante la comprobación. En el periodo 
comprendido del 1° de enero de 2023 al 30 de junio de 2024, a nivel nacional, la 
Prodecon tramitó a 3.696 solicitudes para la adopción de un Acuerdo Conclusivo. 

Este procedimiento de acuerdo conclusivo no sólo permite que los 
contribuyentes puedan manifestar sus argumentos y aportar elementos para 
desvirtuar la calificación de hechos u omisiones derivadas de las 
comprobaciones administrativas sino que también permite que los 
contribuyentes que estén de acuerdo con la calificación de la administración 
tributaria puedan regularizar su situación tributaria beneficiándose de la 
reducción de las multas y sanciones al 100%, o de la aplicación de la tasa de 
recargos por prórroga.  

En 2023, se recibieron 2.538 solicitudes de servicio de acuerdo conclusivo, las 
cuales se relacionaron con hechos u omisiones consignados en procedimientos 
de comprobación fiscal efectuados por la administración tributaria mexicana 
(SAT) en 72%. Un total de 1.679 expedientes (66%) concluyeron con la adopción 
de acuerdos conclusivos suscritos por las partes involucradas y 977 expedientes 
concluyeron sin acuerdo.  
 
2. LA IMPORTANCIA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA 

2.1  LA SEGURIDAD JURÍDICA: UNA APROXIMACIÓN AL CONCEPTO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA EN UN CONTEXTO DE 
NTERNACIONALIZACIÓN DE LA ACTIVIDAD ECONÓMICA 

Es un principio general del Derecho que garantiza que la certidumbre en la 
relación jurídico-tributaria de forma que los contribuyentes conozcan las normas 



17 
 

tributarias y las consecuencias de su aplicación y, de esta forma, puedan prever 
las consecuencias tributarias de sus actos. Igualmente, el principio de seguridad 
jurídica garantiza la estabilidad en el ordenamiento jurídico-tributario y la 
interdicción de la arbitrariedad en la aplicación de las normas tributarias. 

El principio de seguridad jurídica debe presidir las relaciones entre las 
administraciones tributarias y los contribuyentes, de forma que ambos sujetos de 
la relación jurídico-tributaria conozcan las consecuencias tributarias de los 
hechos, actos o conductas que pudieran tener transcendencia tributaria antes de 
que estos se produzcan. El principio de seguridad jurídica da certeza sobre el 
tratamiento tributario de los negocios jurídicos o actividades económicas 
fomentando la inversión y, en última instancia, contribuyendo de forma muy 
significativa a la creación de riqueza y de empleo en cualquier Estado. 

A los efectos de ofrecer una visión sobre el Estado de situación de la seguridad 
jurídica en el entorno internacional, resulta de gran utilidad la información 
periódicamente publicada por la OCDE en relación con procedimientos 
amistosos y acuerdos previos de valoración. Esta información trae causa del 
compromiso adoptado por los países pertenecientes al Marco Inclusivo (Inclusive 
Framework) de calificar la resolución de disputas recogida en la acción 14 del 
plan BEPS como estándar mínimo en virtud del cual los Estados acordaron 
resolver las disputas de una forma rápida y eficaz. En este contexto, los Estados 
remiten información periódica sobre el inventario de procedimientos amistosos y 
su tiempo de resolución, así como sobre los acuerdos previos de valoración.   

En el anterior epígrafe destacamos los principales impactos que había supuesto 
la internacionalización de la actividad económica en el ámbito de la fiscalidad. 
Las empresas han tenido que adaptar sus estructuras organizativas rápidamente 
para dar cumplimiento a nuevas obligaciones tributarias en un contexto de 
creciente internacionalización y rápida digitalización de la economía, 
especialmente después del proyecto BEPS a raíz del cual las administraciones 
tributarias comenzaron a percibir a los grupos multinacionales como algo más 
que la suma de la capacidad económica de las entidades legales que forman 
parte del grupo.  

En este contexto, se advierte como las obligaciones tributarias que hasta la fecha 
se habían exigido a las personas o entidades individuales comienzan a exigirse 
al grupo mercantil, a través de la matriz última del mismo.  

Ejemplos de este fenómeno se advierten en relación con el informe país por país 
(CBCr) en el que es el grupo el que debe cumplir con la obligación de informar 
sobre ingresos, beneficios, impuestos, activos y personal de todas las entidades 
del grupo, cualquiera que sea el país en el que se encuentren. En este sentido, 
el grupo mercantil irrumpe como obligado tributario, como conjunto de personas 
jurídicas o entidades en las que existe unidad de decisión, frente al concepto de 
persona jurídica o entidad, como sujeto pasivo o contribuyente de las distintas 
obligaciones tributarias. La obligación de informar de los beneficios e impuestos 
país por país es un claro ejemplo de cómo los distintos Estados se organizar y 
acuerdan establecer una nueva obligación tributaria para los grupos 
multinacionales, y cómo estos Estados se comprometen en el seno del Marco 
Inclusivo a implantar la obligación a nivel local por la cual el grupo multinacional 
debe informar en el país en el que es residente la matriz sobre una serie de 
magnitudes (ingresos, beneficios antes de impuestos, gasto por impuesto, 
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impuesto pagado, capital, reservas, activos netos y número de empleados), 
permitiendo adicionalmente que esta información se comparta con el resto de 
Estados a través de un intercambio automático de información tributaria. 

Como reflexión final, desde la perspectiva de contribuyentes que operan a nivel 
internacional, cabría observar cómo el sistema fiscal internacional post BEPS 
estaría evolucionando hacia una mayor complejidad a nivel regulatorio, 
particularmente para las empresas multinacionales, donde las diferentes 
administraciones tributarias de las distintas jurisdicciones desarrollan 
regulaciones nacionales y enfoques unilaterales que dificultan el cumplimiento 
tributario por parte de las MNE y las someten a costes de cumplimiento, sin que 
existan mecanismos internacionales de prevención y resolución de controversias 
que permitan resolver de forma eficaz y sistémica las disputas y desarrollar 
modelos de cumplimiento cooperativo a escala internacional. En este sentido, la 
evolución de estándares internacionales no ha venido acompañada de 
mecanismos de cooperación fiscal internacional que permitan a las empresas 
multinacionales operar en un marco dotado de suficiente seguridad jurídica12.  

 
12 La propia comunidad internacional, el G20, el FMI, la OCDE y la ONU, conscientes de tal déficit de 

seguridad jurídica, estaría tratando de abordar este problema sistémico a través de nuevas iniciativas y 

mecanismos que trasciendan de los existentes. Véanse, por ejemplo, los informes de la OCDE: OECD/IMF, 

Report on Tax Certainty 2017, y OECD, Progress Reports on Tax Certainty 2018 y 2019. 


